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                                            El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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CARLOS ALBERTO SALGADO
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 COLPENSIONES
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 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:

SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA LABORAL / REQUERIMIENTO DE LA ENTIDAD DE EXÁMENES COMPLEMENTARIOS / NO ES CAPRICHOSO / PUEDE ACUDIR A EPS PARA SU PRÁCTICA / CONFIRMA / NIEGA

Para la Sala, como igualmente lo advirtió el Juzgado de primer nivel, el hecho de que por parte de COLPENSIONES  se soliciten esos exámenes no implica una postura caprichosa, o tendiente a entorpecer lo pretendido por el actor, ya que por el contrario lo que se busca con ello, en sentir de la Corporación, es contar con los insumos necesarios para proceder a establecer lo concerniente a la merma en la capacidad laboral del accionante.

(…)

Si bien es cierto el asunto que acá se discute aún no es objeto de debate ante las Juntas de Calificación de Invalidez, en tanto el trámite primigenio le fue solicitado inicialmente a COLPENSIONES, estima el Tribunal que el médico laboral de dicha entidad igualmente puede pedir que se practique esa clase de exámenes adicionales, para tener mayor claridad en relación con las patologías y evolución del paciente, actividad en la que necesariamente están involucradas las empresas promotoras de salud.

(…)

No desconoce desde luego que el accionante ostenta una avanzada edad, y que al parecer carece de los recursos económicos para sufragar de manera particular los procedimientos exigidos por COLPENSIONES, pero tales circunstancias por sí mismas consideradas, no son suficientes para pregonar que se encuentre en un estado de debilidad manifiesta, toda vez que está en posibilidad de acudir ante la EPS COOMEVA a la que está afiliado, para que sea allí donde se ordene la práctica de los exámenes necesitados por el fondo de pensiones.

De todas formas, como así lo señaló el a quo, en este caso se observa que el señor SALGADO omitió comparecer ante la EPS, respecto de lo cual esgrime que las citas con especialistas podrían demorar meses, situación que no constituye un argumento atendible para dejar de lado los requerimientos hechos por COLPENSIONES, y que necesita para proceder a la valoración con miras a establecer el porcentaje de PCL.
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                Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el señor CARLOS ALBERTO SALGADO FONSECA, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida en contra de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.
2.- DEMANDA 

La información suministrada por el señor SALGADO FONSECA se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) tiene 70 años y padece de diferentes patologías -cardiopatía coronaria, osteoartritis periférica y axial, diastasis de rectos, osteopenia, así como dolor crónico producido por la enfermedad-, por lo cual solicitó ante COLPENSIONES la calificación de pérdida de capacidad laboral -en adelante PCL-, para lo cual aportó copia de su historia clínica; (ii) en mayo 16 de 2018 la entidad le informa que debía aportar nueva historia no superior a seis meses e igualmente revisiones por cardiología, neumología y ortopedia, donde se indique pronóstico, secuelas y reporte de tratamiento no mayor a 6 meses; (iii) aunque entregó la historia y exámenes que le practicaron en abril 10 de 2018, COLPENSIONES le pidió unos nuevos, sin que pueda atar la valoración a estos; (iv) se halla en condición de debilidad manifiesta por sus enfermedades y dolores que le producen, e igualmente por ser quien provee el sustento para su familia y carecer de recursos económicos para sufragar el valor de los reconocimientos requeridos; (v) es notorio que COLPENSIONES al aumentar la exigencia y cantidad de exámenes especializados para realizar la calificación pretende evadir su obligación, con el único propósito de que no se culmine el proceso, lo que lo ubica en un estado de vulnerabilidad; y (vi) COLPENSIONES le ha vulnerado el debido proceso al dilatar y entorpecer  la calificación de PCL, para obtener una pensión de invalidez para tener una calidad de vida digna, sin que pueda salvaguardar su falta de diligencia con la presunta falta de exámenes o valoraciones que ya reposan junto con la petición que presentó, y frente a los demás que no existen y que la entidad requiere, está en disposición de realizárselos pero siempre y cuando dicho fondo asuma su costo, al ser ella quien los requiere.

Pide que se tutelen sus derechos fundamentales y se ordene a COLPENSIONES acceder al trámite de PCL, para lo cual deberá tener en cuenta que al solicitar la asignación de cita aportó toda su historia clínica como así se le pedía, pero aun así dicha entidad le exigió nuevas valoraciones; así mismo, que COLPENSIONES asuma el costo de los exámenes complementarios y que asuma su costo.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado admitió la tutela, corrió traslado a COLPENSIONES y vinculó a la firma Asesorías y Servicios en Salud -ASALUD LTDA.- y a COOMEVA EPS, habiéndose pronunciado solo esta última entidad por intermedio de su representante legal para efectos legales,  el cual informa que  el señor CARLOS ALBERTO SALGADO se encuentra afiliado a dicha EPS, y de la solicitud elevada se aprecia que dicha entidad no ha vulnerado derecho alguno, al no ser la llamada a resolver lo pretendido. Pide en consecuencia su desvinculación de esta tutela, ante la falta de legitimidad por pasiva.
3.2.- Culminado el término constitucional, el a quo en providencia de junio 19 de 2018  negó el amparo reclamado, al considerar que le corresponde a la EPS realizar las valoraciones médicas requeridas para sustentar la calificación de PCL y en este evento el actor no ha reclamado a COOMEVA la práctica de los exámenes pertinentes, por lo que no es viable alegar en ese sentido la vulneración de sus derechos. Igualmente, no encuentra que las entidades accionadas hayan vulnerado los derechos del actor, por cuanto la exigencia de COLPENSIONES no es arbitraria ni existe mala fe, al ser lógico y necesario conocer el cuadro clínico completo del paciente para establecer su PCL y en consecuencia deberá acudir ante la EPS para obtener la prestación de los servicios de salud pertinentes.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, el  accionante estima que con la historia clínica aportada se da cuenta de las patologías que padece y solicitar exámenes complementarios lo que hace es dilatar su valoración de PCL, máxime que las citas con especialista no son de un día para otro y tardaría muchísimo tiempo para obtenerlas.  

Reitera lo relativo a su edad, enfermedades y aduce que atar dicha valoración a exámenes complementarios que no puede sufragar, es situarlo en una situación de debilidad manifiesta por su condición médica y por ello considera que se le quebrantan sus derechos a la saludad, seguridad social, dignidad humana, igualdad, debido proceso, mínimo vital, toda vez que de manera arbitraria se entorpece y dilata la PCL, como requisito fundamental para acceder a su pensión de invalidez para llevar una vida digna, por lo que debe tenerse en cuenta sus circunstancias médicas, económicas, y que goza de especial protección constitucional por su avanzada edad.

Pide se amparen sus derechos vulnerados y se revoque la decisión adoptada para que  se le ordene a la accionada asignarle cita para determinar la PCL.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo reclamado por el señor CARLOS ALBERTO SALGADO FONSECA. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos que lo exige la accionada. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
En este caso el señor SALGADO FONSECA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales que estima quebrantados por COLPENSIONES, al pedirle la realización de exámenes complementarios en cardiología, neumología y ortopedia para proceder a efectuar la valoración para determinar su PCL, lo cual considera desproporcionado amén a sus patologías, su avanzada edad, así como carecer de recursos económicos para la realización de dichos análisis médicos, aunado a que  en su sentir, con la historia clínica que aportó se da cuenta clara de sus dolencias.

Debe partir por indicarse que el artículo 142 del Decreto Ley 019 de 2012,  que introdujo modificaciones al artículo 41 de la Ley 100 de 1993, señala que “Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias […]”

En efecto de la información que se allegó al trámite, se tiene que el señor CARLOS  ALBERTO SALGADO pidió a COLPENSIONES el estudio para obtener el porcentaje de PCL, para lo cual allegó la copia de la historia clínica que da cuenta de las dolencias que ostenta. Aun así, por parte de la Directora de Medicina Laboral se le comunicó que  luego de valorarse la documentación aportada se estableció como imprescindible que arrime los exámenes de las especializaciones aludidas, así como el reporte de ecocardiograma y polisomnograma.
Para la Sala, como igualmente lo advirtió el Juzgado de primer nivel, el hecho de que por parte de COLPENSIONES  se soliciten esos exámenes no implica una postura caprichosa, o tendiente a entorpecer lo pretendido por el actor, ya que por el contrario lo que se busca con ello, en sentir de la Corporación, es contar con los insumos necesarios para proceder a establecer lo concerniente a la merma en la capacidad laboral del accionante.

Tan indispensables pueden llegar a ser esos exámenes complementarios, que incluso la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente:

“En resumen, al momento de examinar la situación de incapacidad de un afiliado que solicita ser valorado, las juntas de calificación de invalidez deben atender el principio de buena fe y debido proceso, valorando completamente el estado de salud de la persona y, en caso de ser necesario, ordenar a las entidad administradora o empresa promotora de salud, la realización de evaluaciones o exámenes complementarios que considere indispensables para determinar el porcentaje de afectación del “conjunto de las habilidades, destrezas, aptitudes y/o potencialidades de orden físico, mental y social, que le permiten al individuo desempeñarse en un trabajo habitual”. 

Si bien es cierto el asunto que acá se discute aún no es objeto de debate ante las Juntas de Calificación de Invalidez, en tanto el trámite primigenio le fue solicitado inicialmente a COLPENSIONES, estima el Tribunal que el médico laboral de dicha entidad igualmente puede pedir que se practique esa clase de exámenes adicionales, para tener mayor claridad en relación con las patologías y evolución del paciente, actividad en la que necesariamente están involucradas las empresas promotoras de salud. Mírese lo que al respecto se plasmó en la Tutela T-854/10, a la que también hizo alusión el a quo: 
“En síntesis, en el proceso de calificación de pérdida de la capacidad laboral, tanto en la fase a cargo del médico laboral como frente a la Junta de Calificación de Invalidez, la normatividad vigente consagró un deber a cargo de las EPS como actor fundamental en el proceso de calificación de la invalidez de remitir la información de carácter médico completa e idónea para sustentar el hecho que motiva el reconocimiento o negación de la pensión de invalidez y si la información enviada no es suficiente y persiste en los calificadores inseguridad o duda debido a que no cuenten con los suficientes elementos de juicio sobre los daños o deterioros sufridos por el solicitante, tales entidades en su deber asistencial deberán practicarle a sus afiliados todos los procedimientos médicos solicitados tales como exámenes, pruebas, valoraciones, revisiones especializadas etc. con el fin de determinar con claridad la incidencia de tal diagnóstico en la pérdida de la capacidad laboral.

 

Estas obligaciones a cargo de las EPS y en beneficio de sus afiliados son manifestaciones del principio de solidaridad que deben orientar la prestación en los servicios de salud a cargo de tales entidades, sobre todo cuando están en juego bienes jurídicos tutelables, ya que de dichas valoraciones depende la asignación de prestaciones económicas como la pensión de invalidez que ocasionalmente puede llegar a ser la única garantía del derecho fundamental al mínimo vital”. 
 

Aunque en este caso en particular, considera el señor CARLOS ALBERTO SALGADO que con la historia clínica que allegó al momento de solicitar la valoración es suficiente para que se establezca la PCL, no es él quien determina tal situación sino los médicos laborales de dicho fondo, y ello fue precisamente lo que ameritó que la Directora de Medicina Laboral de COLPENSIONES le informara que se necesitaban los exámenes ya aludidos.

No desconoce desde luego que el accionante ostenta una avanzada edad, y que al parecer carece de los recursos económicos para sufragar de manera particular los procedimientos exigidos por COLPENSIONES, pero tales circunstancias por sí mismas consideradas, no son suficientes para pregonar que se encuentre en un estado de debilidad manifiesta, toda vez que está en posibilidad de acudir ante la EPS COOMEVA a la que está afiliado, para que sea allí donde se ordene la práctica de los exámenes necesitados por el fondo de pensiones.

De todas formas, como así lo señaló el a quo, en este caso se observa que el señor SALGADO omitió comparecer ante la EPS, respecto de lo cual esgrime que las citas con especialistas podrían demorar meses, situación que no constituye un argumento atendible para dejar de lado los requerimientos hechos por COLPENSIONES, y que necesita para proceder a la valoración con miras a establecer el porcentaje de PCL.

Lo anterior, aunado a que es ante la EPS COOMEVA a donde corresponde acudir porque allí se encuentra su historia clínica, para saber acerca de las patologías que presenta, y ello implica que en esa entidad conocen a fondo sus dolencias médicas, por lo cual en atención a ese principio de solidaridad que deben tener con sus afiliados, será en esa EPS donde se le deben brindar los servicios que necesita para atender las exigencias de medicina laboral que solicita COLPENSIONES.

Bajo esas condiciones y como quiera que para la Sala, como también lo fue para el funcionario de primer nivel, no se aprecia vulneración alguna de los derechos fundamentales del actor por parte de COLPENSIONES o de COOMEVA EPS, y en consecuencia se acompañará la providencia dictada por el juez de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� T-290 de 2015.


� T-854 de 2010.
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